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Resumen Abstract

En los últimos decenios en la Unión Europea se 
ha acrecentado el intercambio transfronterizo en 
todos los ámbitos. La administración de la jus-
ticia no ha sido ajena a ello, sino que ha debido 
adaptarse a las nuevas necesidades. Por ello, uno 
de los fines a alcanzar ha sido la eliminación de 
obstáculos al buen funcionamiento de los proce
dimientos civiles, procurando la compatibilidad de 
las normas aplicables en los Estados miembros. 
La creación paulatina de un espacio judicial euro-
peo ha llevado a adopción de medidas para sim-
plificar y acelerar los litigios de escasa cuantía y, 
de este modo, está a punto de entrar en vigor el 
Reglamento (CE) núm. 861/2007 de 11 de julio 
de 2007, que introduce el nuevo procedimiento 
de escasa cuantía para litigios transfronterizos. 
Curiosamente en este procedimiento no se aplican 
algunos principios procedimentales con la misma 
contundencia que la de algunas reformas procesa-
les civiles recientes como la española del 2000: es 
llamativa la articulación de importantes excepcio-
nes al principio de oralidad.

In the last decades internal European Union cross-
border exchanges have increased considerably. 
Justice administration has had to adapt to the new 
circumstances. One objective has been the elimi-
nation of obstacles to the successful operation of 
civil procedures in an attempt to increase the com-
patibility of applicable norms by nation-state mem
bers. The gradual creation of an European Judicial 
Field has implied the adoption of some measures 
to simplify and accelerate small claims litiga-
tions and in this light, the Regulation (EC) num. 
861/2007 (July 11, 2007) is about to be imple-
mented which will introduce the new procedure for 
small claims procedures for cross-border cases. 
Curiously, within the application of this regulation 
certain procedural civil norms have not been in-
corporated with the same coherency as in other 
recent procedural reforms, such as the Spanish 
procedural law (2000). It is particularly interesting 
that exceptions to the principle of orality were in-
cluded in this new European procedure.
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1. Introducción

Entre los avances que, en el ámbito procesal civil, han afianzado la cons-
trucción paulatina del llamado “Espacio judicial europeo” se encuentra la 
reciente regulación, desde instancias comunitarias, del llamado proceso 

europeo de escasa cuantía por el Reglamento (CE) núm. 861/2007 del Parla-
mento Europeo y del Consejo de 11 de julio de 2007 (en adelante, RPEEC),1 
el cual entrará en vigor en todos los países que integran la Unión Europea el 
próximo 1 de enero de 2009 (art. 29 RPEEC).

Como es sabido los reglamentos comunitarios son fuentes normativas de dere
cho comunitario derivado, que tienen la particularidad de su aplicación directa. 
Como afirma el párrafo segundo del artículo 249 del vigente Tratado consti-
tutivo de la Comunidad Europea (en adelante, TCE): “El reglamento tendrá 
un alcance general. Será obligatorio en todos sus elementos y directamente 
aplicable en cada Estado miembro”.2 Ello significa, por consiguiente, que se va 
a introducir en nuestro sistema procesal un nuevo procedimiento para la tra
mitación de ciertos procesos civiles, no contenido en nuestra Ley de Enjuicia
miento Civil y aplicable a determinados casos en los que aparezcan elementos 
transfronterizos3, como alternativa a los procesos existentes, justamente con la 
finalidad principal de simplificar y acelerar esos litigios y de reducir costes (art. 
1.I RPEEC).

Justamente las circunstancias específicas en las que se desarrollan la relacio-
nes de consumo transfronterizas o, más ampliamente, la actividad comercial 
de escasa cuantía entre los Estados miembros de la Unión Europea, hacen 
que algunos de los principios procedimentales recientemente incorporados a 
la legislación procesal civil española ordinaria como una de sus más llamativas 

1	 Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE) L 199, de 31 de julio de 2007, pp. 1-22.
2	 El mencionado artículo empieza proclamando, en el párrafo primero que “Para el cumplimien-

to de su misión, el Parlamento Europeo y el Consejo conjuntamente, el Consejo y la Comisión 
adoptarán reglamentos y directivas, tomarán decisiones y formularán recomendaciones o emi-
tirán dictámenes, en las condiciones previstas en el presente Tratado”.

3	 El artículo 3.1 de este mismo texto normativo define los “asuntos transfronterizos” como “aque-
llos en los que al menos una de las partes esté domiciliada o tenga su residencia habitual en 
un Estado miembro, distinto de aquel al que pertenezca el órgano jurisdiccional que conozca 
del asunto”, teniendo en cuenta que el domicilio se determinará de acuerdo a los dispuesto 
en los artículos 59 y 60 del Reglamento (CE) núm. 44/2001 y el momento pertinente para fijar 
si existe un asunto transfronterizo será la fecha en que el órgano jurisdiccional competente 
reciba la demanda.
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novedades puedan ceder. Como veremos, la oralidad y los principios que de 
ordinario la acompañan,4 pueden implicar en estos casos verdaderas 

barreras materiales a la efectividad de la tutela judicial y por ello se defiende su 
derogación, o por lo menos, su eventual excepción. Conviene, por tanto, tras 
exponer el contexto general en el que se ha desarrollado esta regulación y sus 
principales características, valorar si las mencionadas modificaciones son admi-
sibles en la configuración de un proceso civil con todas las garantías.

2. 	La simplificación y la aceleración en los litigios 
transfronterizos en la Unión Europea

No es de extrañar que en un espacio europeo de integración en el que existe 
un gran intercambio transfronterizo, no solo económico, sino también social y 
cultural, con la aplicación de libertades de circulación de mercancías, personas, 
servicios y capitales, se hayan planteado también medidas globales tendentes a 
facilitar el acceso a la justicia de manera eficaz. Es más, el artículo 65 del TCE se 
refiere al objetivo de asegurar el correcto funcionamiento del mercado interior 
y, para ello, apunta varios objetivos, entre los que nos interesa especialmente el 
previsto en el apartado c): “eliminar obstáculos al buen funcionamiento de los 
procedimientos civiles fomentando, si fuere necesario, la compatibilidad de las 
normas de procedimiento civil aplicables en los Estados miembros”.

La construcción paulatina de un Espacio europeo de libertad, seguridad y jus-
ticia como uno de los principales objetivos de la Unión Europea, a partir sobre 
todo del Tratado de Ámsterdam de 1997, tuvo un destacado impulso político 
en la Cumbre europea extraordinaria celebrada en la ciudad finlandesa de 
Tampere los días 15 y 16 de octubre de 1999, en la que se acordó una serie de 
orientaciones y prioridades de gran interés, a sabiendas de que “el ejercicio de 
la libertad requiere un auténtico espacio de justicia en el que las personas pue
dan recurrir a los tribunales y a las autoridades de cualquier Estado miembro 
con la misma facilidad que a los del suyo propio”5.

La creación de un Espacio judicial europeo se quiso fundamentar en el princi-
pio de reconocimiento mutuo como piedra angular de la cooperación judicial 
en materia civil y penal en la Unión, para lo cual era –y sigue siendo– im-
prescindible favorecer la confianza recíproca en las normas procesales de 
los distintos Estados miembros, a través de una verdadera aproximación de 

4	 Como afirma Gimeno Sendra, J. V., Fundamentos del derecho procesal, Madrid, 1981, p. 225: 
“Las ventajas de la oralidad pueden resumirse en facilitar los principios de investigación, inme-
diación, concentración y publicidad”. Desde una perspectiva crítica, vid. Nieva Fenoll, J., “Los 
problemas de la oralidad”, Diario La Ley, núm. 6701, 26 de abril de 2007, pp. 1 y ss.

5	 Vid. Las conclusiones de la Presidencia del Consejo Europeo de Tampere en: http://www.euro-
parl.europa.eu/summits/tam_es.htm
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legislaciones.6 Entre las orientaciones que en Tampere se formularon se encon-
traba ya la instauración de normas especiales de procedimiento comunes para 
la tramitación de reclamaciones sin oposición, la elaboración de formularios 
multilingües aceptados como documentos válidos para el inicio de procesos a 
lo largo y ancho de todo el territorio de la Unión, así como el establecimiento 
de formas de procedimiento comunes para la tramitación simplificada y ace-
lerada de litigios transfronterizos relativos a demandas de escasa cuantía en 
materia de consumo de índole mercantil.7

En desarrollo de estos criterios generales el Consejo aprobó un proyecto de 
medidas para la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de las re-
soluciones judiciales en materia civil y mercantil8, en el que se constataba la 
exigencia de “simplificación y aceleración de la solución de los litigios trans-
fronterizos de menor cuantía”. Efectivamente, la necesidad de simplificación 
de los procedimientos ha sido especialmente sentida en los ámbitos en que 
las pretensiones tienen un valor más limitado, pues en esos procesos la inver
sión de dinero y de tiempo probablemente no compense lo que eventualmente 
pueda obtenerse en caso de sentencia estimatoria9, todo lo cual se hace más 
dramático cuando se trata de litigios con algún elemento transfronterizo10.

Un ejemplo característico es el de las habituales reclamaciones de consumi-
dores y usuarios, objeto de atención específica desde hace ya tiempo por las 
propias instituciones comunitarias. Con el propósito declarado de procurar la 
mejora del acceso de los consumidores a la justicia, en los años 70 ya se propu-
sieron medidas tendentes a la simplificación procedimental11 y este objetivo se 
recogió en numerosos textos posteriores como el segundo Programa para una 

6	 Como dice De Kerchove, G., L’espace judiciaire pénal européen après Amsterdam et le som-
met de Tampere, en Vers un espace judiciaire pénal européen. Toward an European Judicial 
Criminal Area (Ed. G. de Kerchove y A. Weyemberg), Bruxelles, p. 13: “Elles partent du 
constat que les États membres ont atteint un tel degré d’intégration économique et de solida-
rité politique, qu’il n’est pas insensé de partir du postulat qu’ils doivent se faire mutuellement 
confiance dans le domaine judiciaire”.

7	 Se trata de parte de las conclusiones 30.ª y 31.ª de las ya antes mencionadas Conclusiones de 
la Presidencia del Consejo Europeo de Tampere.

8	 Diario Oficial de las Comunidades Europeas (DOCE) C 12, de 12 de enero de 2001, p. 1.
9	 El Libro verde…, cit., p. 49, se refiere precisamente a que “debido a la falta de un proceso que 

sea ‘proporcional’ al valor del pleito, los obstáculos a los que probablemente ha de enfrentarse 
el acreedor pueden determinar que al entablar una acción judicial resulte poco rentable eco-
nómicamente”.

10	 Se destaca, por ello, en el Libro verde…, cit., p. 49, que “con la entrada en vigor del Tratado 
de Ámsterdam, y tras las conclusiones del Consejo Europeo de Tampere, la Unión Europea se 
enfrenta al reto de garantizar que, en un auténtico espacio europeo de justicia, no se impida 
ni disuada a particulares y empresas de ejercitar sus derechos por la incompatibilidad o com-
plejidad de los sistemas jurídicos y judiciales de los Estados miembros”.

11	 En 1977 el informe presentado en el Parlamento Europeo por M. Brégère, solicitaba medidas 
para la protección de los consumidores y, entre ellas, el acceso a procedimientos judiciales 
simplificados, y en 1979 el Comité Económico y Social presentó, en sentido similar, el llamado 
Informe Hilkens.
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política de protección e información a los consumidores12 o, especialmente, la 
Comunicación complementaria de la Comisión Europea sobre el acceso de los 
consumidores a la justicia en los Estados miembros13, o el Libro verde sobre el 
acceso de los consumidores a la justicia y la solución de litigios en materia de 
consumo en el Mercado único14 o el Plan de acción de la Comisión sobre la 
misma materia15.

La defensa de un criterio simplificador para los procesos en que se ventilen 
reclamaciones transfronterizas ha continuado hasta la actualidad.16 Pero la con-
creción de estos loables propósitos se enmarca en la actualidad en el ámbito 
más amplio del “Espacio de libertad, seguridad y justicia” que se está poco a 
poco construyendo en la Unión Europea y en el que resulta básico establecer 
algunas normas procesales comunes respecto a pretensiones de cuantía no muy 
elevada, como se ha constatado en numerosos textos preparatorios por los que 
se ha ido abriendo camino el principio de reconocimiento mutuo de resolucio-
nes judiciales en materia civil y mercantil.

Este es el contexto en el que la Comisión aprobó el Libro verde sobre el pro-
ceso monitorio europeo y las medidas para simplificar y acelerar los litigios de 
escasa cuantía17. La finalidad concreta era consultar a los Estados miembros y 
a las personas interesadas acerca de los objetivos y características de un proce-
dimiento europeo uniforme o armonizado específicamente dirigido a la trami-
tación de las demandas que presumiblemente no suscitaran oposición18, pero 

12	 Resolución del Consejo, de 19 de mayo de 1981, relativa a un segundo programa de la Comu-
nidad Económica Europea para una política de protección e información a los consumidores 
(DOCE C 133, de 3 de junio de 1981). Edición especial en español: capítulo 15, tomo 3 p. 6. 

13	 COM (1987) 210 final, de 7 de febrero de 1987.
14	 COM (1993) 576 final, de 16 de noviembre de 1993.
15	 COM (1996) 13 final, de 14 de febrero de 1996.
16	 La Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y 

Social sobre “Estrategia comunitaria en materia de política de los consumidores para el perío-
do 2007-2013: Capacitar al consumidor, mejorar su bienestar y protegerlo eficazmente” [COM 
(2007 99 final, de 13 de marzo de 2007]

17	 COM (2002) 746 final, de 20 de diciembre de 2002.
18	 En este sentido, en el Libro verde sobre el proceso monitorio europeo…, cit., p. 16, la propia 

Comisión confiesa seguir una estrategia a dos niveles, que tiende, en primer lugar, a “la supre-
sión del exequatur con la condición de observar ciertas normas mínimas comunes a todos los 
títulos ejecutivos para demandas sin oposición, independientemente de la naturaleza de los 
procedimientos que han dado lugar a la resolución o al documento ejecutivo”, que culminó 
en el Reglamento (CE) núm. 805/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril 
de 2004, sobre el llamado “título ejecutivo europeo” [DOUE L 143, de 30 de abril de 2004]; en 
segundo lugar, se pretendió “la creación de un proceso armonizado específico para el cobro 
de las deudas que presumiblemente seguirán sin impugnarse, a saber el proceso monitorio eu-
ropeo, aunque no simultáneamente en el mismo instrumento legislativo”, o cuál desembocó en 
la promulgación del Reglamento (CE) núm. 1896/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 12 de diciembre, por el que se establece un proceso monitorio europeo [DOUE L 399, de 30 
de diciembre de 2006]. Vid. en relación con el primero: Gascón Inchausti, F., El título ejecutivo 
europeo para créditos no impugnados, Cizur Menor, 2005; Ramos Romeu, F., El título ejecutivo 
europeo, Cizur Menor, 2006 y Garcimartín Alférez, F.J., El título ejecutivo europeo, Cizur Menor, 
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también para adoptar medidas concretas destinadas a facilitar la de aquellas 
pretensiones respecto de las que sí es esperable la oposición, pero cuyas carac
terísticas específicas exigen una mayor brevedad y agilidad.19

Finalmente, el 15 de marzo de 2005 la Comisión propuso una regulación articu
lada uniforme para todos los Estados miembros,20 aunque alternativa a los pro-
cesos previstos en la legislación procesal civil de cada Estado miembro, los 
cuales directamente no sufren modificación alguna. La propuesta, tras su trami-
tación ante las instancias europeas competentes y tras algunas modificaciones, 
fue aprobada el 11 de julio de 2007 y, como recordaba al principio, entrará en 
vigor en los próximos meses.

3. El proceso europeo de escasa cuantía

La primera de las cuestiones que plantea el diseño de un procedimiento simpli
ficado de escasa cuantía es la definición de qué entender por “escasa cuantía” 
y, de manera más amplia, si debe limitarse esta vía específica a las pretensiones 
dinerarias o si, en cambio, está justificada también para otro tipo de pretensio-
nes civiles y mercantiles, en las que se haga especialmente necesario evitar los 
procesos largos y costosos. Se plantea que respecto a numerosas pretensiones 
los desequilibrios de los medios procesales de que disponen los acreedores 
entre los Estados miembros provoca una distorsión de la competencia en el 
mercado interior. Se tratan de preocupaciones predominantemente económicas 
las que llevan a la creación de este nuevo procedimiento, pero eso no implica 
necesariamente que deba limitarse a pretensiones dinerarias. 

El nuevo Reglamento limita únicamente la cuantía máxima, que no podrá reba-
sar los 2000 euros en el momento en que el órgano jurisdiccional competente 
reciba la demanda, excluidos intereses, gastos y costas21 (art. 2.1 RPEEC) y en 
lugar de ofrecer un elenco de asuntos civiles y mercantiles adecuados para 

2006, y respecto al el segundo: González Cano, M.I., Proceso monitorio europeo, Valencia, 2008 
y Gómez Amigo, L., El proceso monitorio europeo, Cizur Menor, 2008.

19	 Precisamente, el repetido Libro verde de 2002 (p. 4) confirma la diversidad de regulaciones 
en Europa: “Mientras que en algunos Estados miembros existen procesos específicamente 
aplicables a los litigios de escasa cuantía, en otros Estados miembros se ha optado por simpli-
ficaciones procesales. También hay diferencias por lo que se refiere al grado de aplicación de 
estas simplificaciones específicas”.

20	 COM (2005) 87 final, de 15 de marzo, denominada oficialmente: “Propuesta de Reglamento 
Europeo y del Consejo por el que se establece un proceso europeo de menor cuantía”.

21	 Se parte de la gran variedad existente en los ejemplos europeos y la Propuesta tuvo en cuenta 
estudios de costes en la litigación transfronteriza que sitúan en 2000 euros el límite adecuado 
para que un consumidor racional se anime a defender sus derechos a través de los procedi-
mientos ordinarios. Así las vías simplificadas estarían justificadas cuando los gastos procesales 
fueran desproporcionados respecto al valor de la pretensión, a lo que hay que añadir los 
inconvenientes derivados de la duración habitual de los procedimientos ordinarios. Por otro 
lado, se era consciente de que las pretensiones debían tener una suficiente entidad económica 
para que el procedimiento simplificado pueda tener relevancia práctica.
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su tramitación simplificada, opta por la solución contraria de la delimitación 
negativa.22

La reducción de formalidades y la flexibilización se propone para los principa-
les trámites procedimentales: iniciación, desarrollo del procedimiento, senten-
cia, impugnación e incluso en la fase de ejecución.23

Como sucedió con el proceso monitorio europeo, también en los procesos de 
escasa cuantía se habla de la fijación de modelos de formularios estándar que 
puedan obtenerse a través de Internet, puedan rellenarse con facilidad y se 
limiten a los datos esenciales como la identificación de las partes y del órgano 
jurisdiccional, una breve descripción de los hechos, una descripción breve de 
los elementos probatorios, la petición concreta, así como la fecha y la firma. Se 
permite la remisión electrónica de estos formularios o por otros medios, como 
puede ser el correo postal, fax, etc. dependiendo en todo caso de la opción 
prevista por el Estado miembro, que debe haberse comunicado a la Comisión. 
Frecuentemente será necesario acompañar el formulario por los documentos 
relevantes para justificar la pretensión. 

La ausencia facultativa de letrado se pretende compensar con una posición 
activa del órgano jurisdiccional, que debe informar al demandante de los defec-
tos, oscuridades o errores contenidos en su formulario de demanda, dándole 
la posibilidad de completar o rectificar el formulario o de suministrar informa-
ción o documentos complementarios. No se exige que las partes realicen una 
valoración jurídica en la demanda, que corresponderá directamente al órgano 
jurisdiccional, el cual además debe informar a las partes sobre las cuestiones 
procesales que se planteen, pudiendo el propio Juez encaminar de oficio la 
pretensión al procedimiento interno adecuado, en caso de que no entre en el 
ámbito de aplicación de este procedimiento europeo. Es característica general 
de estos procesos la configuración del modelo de juez director, con bastante 
discrecionalidad para flexibilizar la tramitación.

22	 Además de excluir las materias fiscales, aduaneras o administrativas o casos en los que el 
Estado incurra en responsabilidad por acciones u omisiones en el ejercicio de su autoridad, 
expresamente establece que no se aplicará al estado y la capacidad jurídica de las personas 
físicas; a los derechos de propiedad derivados de los regímenes matrimoniales, obligaciones 
de alimentos, testamentos y sucesiones; a las quiebras, procedimientos de liquidación de em-
presas o de otras personas jurídicas insolventes, los convenios entre quebrado y acreedores y 
demás procedimientos; la seguridad social; el arbitraje; el derecho laboral; los arrendamientos 
de bienes inmuebles, excepto las acciones sobre derechos pecuniarios; o las violaciones del 
derecho a la intimidad y de otros derechos de la personalidad, incluida la difamación (art. 2.1 
y 2 RPEEC).

23	 El Libro verde…, cit., p. 67, resumía la idea general del modo siguiente: “El propósito de las 
siguientes propuestas de simplificación de las normas procesales es mantener los trámites 
procesales en un nivel de complejidad bajo en relación con el pequeño valor de la demanda, 
y facilitar el máximo acceso de los particulares al proceso, aunque sin dejar de garantizar la 
tutela jurídica del ciudadano que participa en un proceso basado en el principio de legalidad”.
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Sin perjuicio de lo que exponga en el apartado siguiente sobre la celebración 
o no de vista oral en estos procedimientos, se produce en ellos una cierta fle-
xibilización de las normas relativas a la actividad probatoria, con posibilidad de 
limitación de los medios de prueba admisibles.24 No solo porque se establezca 
que el órgano jurisdiccional podrá aceptar pruebas periciales o testimonios 
orales “únicamente en la medida en que los considere necesarios para dictar 
sentencia”, lo cual no es más que una especificación del criterio de la necesi-
dad de la prueba que suele acompañar al de la pertinencia25; la limitación se 
produce sobre todo porque se introducen expresamente los condicionamientos 
económicos, que pueden ser importantes en los procesos transfronterizos: “El 
órgano jurisdiccional tendrá en cuenta el coste a la hora de tomar esa decisión”. 
En todo caso, debe optarse por la práctica de la prueba del modo más sencillo 
y menos gravoso (art. 9.3 RPEEC)26.

En un principio, el Libro verde planteó la posibilidad de flexibilizar también la 
aplicación de las normas relativas al contenido de la sentencia restringiendo 
de manera drástica la motivación, directamente relacionada con la, asimismo, 
muy discutible posibilidad de limitar, o incluso eliminar, los recursos contra esa 
resolución27. La simplificación y la aceleración son finalidades muy legítimas, 
pero que no justifican la pérdida de garantías esenciales. Quien resulta vencido 
en un proceso, incluidos los procesos de escasa cuantía, deben poder acceder a 
las explicaciones y argumentos de los que se ha valido el órgano jurisdiccional 
para desestimar su pretensión o su resistencia, sin lo cual quedaría muy mal 

24	 Es positiva, sin embargo, la restricción de lo previsto en el artículo 7.1 de la Propuesta de 
Reglamento, que permitía una desmesurada discrecionalidad judicial en materia probatoria, 
por cuanto se establecía que “El órgano jurisdiccional podrá determinar con total libertad los 
medios de prueba y el alcance de la obtención de pruebas”, que ahora se limita por la remisión 
a las normas aplicables en materia de admisibilidad de las pruebas y, por tanto, al Derecho 
procesal de cada Estado miembro, lo cual obviamente dará lugar a diferencias en la aplicación 
práctica de estos procedimientos según el lugar en que se desarrolle el proceso. El artículo 19 
RPEEC establece, en general, la aplicación subsidiaria de la “legislación procesal del Estado 
miembro en el que se desarrolle el proceso”. Esto último es, ciertamente, un motivo de com-
plicación, y por tanto, de alejamiento de los objetivos de simplificación y aceleración, como 
señala Arias Rodríguez, J.M., Breves notas críticas sobre el proceso europeo de escasa cuantía 
regulado en el Reglamento (CE) 861/07, en Revista del Poder Judicial, núm. 85, 2007, p. 14.

25	 Desde luego no serían razonables las exclusiones generalizadas en estos casos de medios de 
prueba como los informes periciales, que pueden ser esenciales para llegar a la convicción 
judicial en muchos procesos de escasa cuantía, como ha demostrado la experiencia española 
en materia de arbitraje de consumo. Vid. http://www.consumo-inc.es/Arbitraje/memoria.htm 

26	 Como dice Loredo Colunga, M., “¿Hacia un derecho procesal europeo? Reflexiones en torno al 
procedimiento europeo de escasa cuantía”, InDret, 1/2006, p.18: “se impone un criterio muy 
flexible y antiformalista”.

27	 Decía el Libro verde…, cit., pp. 71-72: “Se podría pensar, en concreto, (sic) la flexibilización 
de las normas referentes a los fundamentos de la sentencia. Se podría contemplar esta opción 
con posibles restricciones a la posibilidad de recurrir (ver 6.8). En los casos en los que no sea 
posible ejercitar ningún recurso, la sentencia podría limitarse a las cuestiones de hecho y de 
Derecho básicas. En caso de que los posibles motivos de recurso se limiten a las cuestiones 
de Derecho, por lo menos podrían flexibilizarse las normas relativas a la apreciación de la 
prueba”.
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parada la interdicción constitucional de la arbitrariedad de los poderes públicos 
y la exigencia, también del más alto nivel, de motivar las sentencias. Por las 
mismas razones no podían acogerse tampoco las propuestas de eliminación o 
limitación de los recursos, a pesar de la conocida –y criticable– doctrina del 
Tribunal constitucional que no le concede relevancia para la vulneración del 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva por el legislador que configure 
un proceso civil. La propuesta europea fue ya más moderada y simplemente 
se remitía a la regulación procesal de cada Estado miembro en el que se ha 
desarrollado el proceso de escasa cuantía y así ha quedado finalmente en el 
texto final.28 

Es destacable la previsión del artículo 18 RPEEC, que proclama el derecho del 
demandado a solicitar la “revisión” de la sentencia dictada en estos proceso 
siempre y cuando el formulario que inició el proceso o la citación a la eventual 
vista hayan sido notificados por una vía que no garantice la recepción personal 
por el propio demandado, siguiendo el artículo 14 del Reglamento (CE) núm. 
805/2004 y, concurrentemente, la notificación no se hubiera producido con la 
suficiente antelación para permitirle la adecuada preparación de su defensa; 
también podrá instarse esta vía cuando el demandado no haya tenido la posibi-
lidad de oponerse a la demanda por causa de fuerza mayor o circunstancias ex-
traordinarias ajenas a su responsabilidad. Todo ello siempre que el demandado 
haya actuado con prontitud.29 No se establecen, sin embargo, plazos ni trámites 
más específicos, por lo que, atendiendo al artículo 19 RPEEC, habría que estar 
a lo dispuesto en la legislación del Estado miembro en que se desarrolle el pro-
cedimiento respecto a la constatación judicial de nulidades procesales, lo cual 
es otro factor de complicación.

Por último, debe apuntarse que la sentencia, ejecutiva sin perjuicio de la posi
bilidad de recurso (art. 15 RPEEC) deberá reconocerse y ejecutarse en otro 
Estado miembro sin que se precise una declaración de ejecutabilidad y sin que 
exista la posibilidad de oponerse a su reconocimiento; para ello, a instancia de 
parte, el órgano jurisdiccional competente para el proceso de escasa cuantía 
extenderá un certificado siguiendo el modelo previsto en el propio Reglamento 
(art. 20 RPEEC). Así, podrá iniciarse en el mismo u otro Estado un proceso de 
ejecución que seguirá la regulación interna para la ejecución de sentencias, con 

28	 El artículo 15.1 RPEEC dispone que “La sentencia será ejecutiva sin perjuicio de un posible 
recurso. No será necesaria la constitución de una garantía” y en el artículo 17.1 RPEEC estable-
ce que los Estados miembros informarán a la Comisión sobre la posibilidad de recurso, en su 
Derecho procesal, contra una sentencia dictada el proceso europeo de escasa cuantía y sobre 
el plazo en el que debe interponerse el recurso. La Comisión hará pública esta información”.

29	 Se trata de una medida similar a la prevista para el proceso monitorio europeo, que pretende 
garantizar el derecho de defensa y el reforzamiento, en definitiva, de las exigencias del prin-
cipio de contradicción, con lo que aquí sí se armoniza en principio la aceleración de trámites 
con el respeto a las garantías elementales del proceso justo. Todo ello, claro está, siempre que 
sea muy excepcional la declaración de “nula y sin efecto” de la sentencia dictada en el proceso 
europeo de escasa cuantía.
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las particularidades de los artículos 21, 22 y 23 RPEEC, que permiten, en ciertos 
casos, la denegación de la ejecución o su suspensión o limitación.

4.	E scritura y oralidad en los procesos sobre asuntos 
transfronterizos de escasa cuantía

Desde la perspectiva de un ordenamiento como el español, en el que la instau
ración de los procesos civiles orales ha sido una de las novedades más desta-
cables, sorprende que el primer inciso del artículo 5.1 RPEEC establezca, para 
el proceso que estamos analizando brevemente, la regla general contraria: “El 
proceso europeo de escasa cuantía será un procedimiento escrito”. Sobre todo 
llama la atención la justificación de esta decisión, que a primera vista pudiera 
parecer paradójica: la celeridad en los casos sencillos y la reducción de gastos.30

Debe tenerse en cuenta, sin embargo, el específico contexto en el que nos 
movemos: se trata de un proceso sobre asuntos transfronterizos, por tanto con 
algún elemento externo respecto a la jurisdicción que está conociendo y, más 
en concreto –conforme al artículo 3 RPEEC ya mencionado–, una de las partes 
tiene su domicilio o su residencia habitual en un Estado miembro distinto a 
aquel en el que se está enjuiciando el asunto. Por tanto, la oralidad implicaría la 
carga de la comparecencia para la parte que muy probablemente está situada 
fuera del territorio de ese Estado. Ello conllevará, sin duda, gastos procesales 
añadidos y, eventuales dilaciones, lo cual incide materialmente como es eviden-
te en la efectividad de la tutela judicial que se proporciona a ese sujeto.31 Desde 
este punto de vista sería, pues, razonable la solución acogida en el Reglamento, 
que concuerda además conumerosos ejemplos de procedimientos de escasa 
cuantía puramente escritos en distintos países europeos32.

Pero tampoco pueden desecharse sin más en estos casos las ventajas de la 
oralidad, la inmediación, la concentración y la publicidad, que objetivamente 
suponen en general un avance en la configuración de las garantías del proce-
so civil. Por ello, no se excluye radicalmente la oralidad en el procedimiento 
europeo de escasa cuantía, solo que se deja en manos de la discrecionalidad 
judicial la decisión última sobre la forma del procedimiento: cuando el propio 
órgano jurisdiccional lo considere necesario o si una de las partes así lo solicita, 

30	 No hay que olvidar, como afirma Vázquez Sotelo, J. L., Los principios del proceso civil, Justicia, 
1993, III-IV, p. 640, que “El problema de la oralidad es su funcionamiento”.

31	 Como recuerda Arias Rodríguez, J. M., Breves notas críticas …, cit., p. 11: “El Reglamento 
atiende y se hace eco de una realidad incontrovertible, cual es que los obstáculos para la 
obtención de una sentencia rápida y poco costosa aumentan desproporcionadamente en los 
asuntos transfronterizos, ya que hay costes adicionales de traducción, contratación de servicios 
profesionales de dos abogados, gastos de viaje de litigantes, testigos, peritos, con lo que los 
costes, retrasos e inconvenientes no disminuyen proporcionalmente a la cuantía del litigio”.

32	 Como informa el Libro verde…, cit., p. 58, aunque con información algo anticuada: “La posibi-
lidad de un procedimiento puramente escrito (en vez de vistas orales) existe actualmente en 
Suecia, Irlanda del Norte, Escocia, Alemania, Inglaterra, País de Gales y España”.
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se celebrará la vista oral. No hay, sin embargo, vinculación, pues el propio ar-
tículo 5.1 RPEEC permite al juez desestimar la solicitud, una vez consideradas 
las circunstancias concretas del caso, si determina que “resulta a todas luces 
innecesaria para el correcto desarrollo del procedimiento”.

Se trata de realizar una ponderación de las circunstancias concurrentes para 
obtener una decisión lo más justa posible, teniendo en cuenta para ello los 
escasos parámetros legales que el propio Reglamento ofrece: inicialmente la 
preferencia por la escritura, que aparece en la afirmación inicial del artículo 5.1 
RPEEC y también al regularse la práctica de la prueba en el artículo 9 RPEEC. 
Sin embargo, el carácter taxativo de la regla de la escritura inmediatamente se 
desvirtúa, simplemente permitiendo que el órgano jurisdiccional, “si lo conside-
ra necesario”, decida lo contrario, sin tener que motivar su decisión, pues la mo
tivación por escrito solo se exige respecto a la denegación de la solicitud de la 
parte, y por tanto se dirigirá a justificar por qué en el caso concreto la oralidad 
“resulta a todas luces innecesaria para el correcto desarrollo del procedimien-
to”. Esta decisión, como indica el último inciso del primer apartado del artículo 
5 RPEEC, no se podrá impugnar por separado, sino en su caso al impugnar la 
sentencia definitiva, siguiendo la regulación interna del Estado donde se desa-
rrolle el procedimiento.33

De este modo, por tanto, se está alterando lo que en un principio habíamos 
considerado como la regla general: aunque formalmente se proclame el princi-
pio de la escritura, simplemente cuando se constate la necesidad de una vista 
oral, deberán aceptarse la práctica de pruebas periciales o testimonios orales 
(art. 9.3 RPEEC). Como acabamos de ver, a pesar del inicio del artículo 5.1 
RPEEC y de las desventajas e inconvenientes que en los litigios transfronterizos 
acompañan a la estricta aplicación de las exigencias de la oralidad, lo que en 
el proceso europeo de escasa cuantía debe justificarse expresamente es la op-
ción a favor de la escritura, cuando una de las partes ha solicitado la vista oral. 
Únicamente cuando se razone que es innecesaria (“a todas luces”) la compa
recencia física de las partes ante el órgano jurisdiccional podrá procederse al 
desarrollo por escrito del procedimiento. 

Es elemental, pues, determinar cuándo el órgano jurisdiccional debe conside-
rar, de oficio o a instancia de parte34, innecesaria la vista oral. Desde luego, 

33	 A pesar de algunas críticas (vid. Arias Rodríguez, J.M., Breves notas…, pp. 22-23), entiendo que 
se trata de una solución adecuada, para evitar impugnaciones paralizantes del procedimiento 
contra resoluciones interlocutorias. Es verdad que, en este caso, se deja en manos de los Esta-
dos miembros la posibilidad o no de impugnar, pues el Reglamento no exige la previsión de 
recursos contra la sentencia en el procedimiento europeo de escasa cuantía y se remite a la 
regulación interna. Esta última sí que me parece una opción normativa criticable, que afecta, 
según mi criterio, a garantías fundamentales del proceso civil y que podría haberse evitado 
fácilmente en el propio texto del Reglamento.

34	 Hay un grado de diferenciación en el artículo 5.1 RPEEC entre un caso y otro, pues para la 
iniciativa de oficio se habla meramente de necesidad y no se exige motivación por escrito, 
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el criterio del artículo 9.3 RPEEC de la opción a favor del “medio de práctica 
de la prueba más sencillo y menos gravoso” podría ser un dato genérico a 
tener en cuenta: este precepto persigue propósitos legítimos, ya apuntados 
cuando me refería a las dificultades intrínsecas en la tramitación de los litigios 
transfronterizos,35 sin embargo, una interpretación literal llevaría a restringir 
indebidamente el derecho fundamental a la prueba (artículo 24.2 CE) por 
razones probablemente de rango inferior, aunque relacionadas con la efec-
tividad material de la tutela judicial. A mi juicio la forma más adecuada de 
concordar ambos intereses legítimos contrapuestos nos llevaría de nuevo a 
una cuidadosa valoración de la proposición del medio probatorio, y por tanto, 
a una atenta consideración de los criterios tradicionales para la admisibilidad 
probatoria. En definitiva, a una consideración sobre la necesidad o la utilidad 
de dicho medio probatorio, con lo que nos meteríamos en un razonamiento 
circular y, por ello, estéril.

Para dar un paso más, convendría tener en cuenta la naturaleza de los medios 
de prueba cuya práctica se propone. Lógicamente cuando se trate de mera 
prueba documental –como es obvio muy frecuente en los procesos civiles, 
también cuando hay elementos transfronterizos–, ninguna dificultad se pre-
sentaría para considerar innecesaria la vista oral. Pero más discutible sería esta 
conclusión en el caso de que se admitieran pruebas personales, a pesar del 
tenor literal del segundo inciso del apartado primero del artículo 9 RPEEC, que 
permite al órgano jurisdiccional la práctica de la prueba mediante declaraciones 
por escrito de los testigos, los expertos o las partes. La eliminación en estos 
casos de la oralidad, la inmediación, la concentración y la publicidad afectarían 
sin duda a la calidad del procedimiento probatorio y a su resultado, y, en último 
término, podrían llevar a un menoscabo grave en la administración de la justi-
cia. Por tanto la determinación de la necesidad de la vista oral en estos casos 
se presenta muy delicada: el derecho de defensa podría verse muy fácilmente 
restringido al no poder participar las partes directamente en un debate contra-
dictorio con los declarantes por escrito, y podría ponerse asimismo en duda en 
algunos casos la imparcialidad del juzgador.36

Por ello, en estos casos, lo más prudente debería ser la constatación ordi-
naria de la necesidad de una vista oral y procurar que se cumplieran de la 
mejor forma posible las exigencias de contradicción, inmediación y publici-
dad, siempre dentro del contexto de lo real. Los factores económicos no son 

mientras que ante la solicitud de la parte para aplicar la regla de la escritura debe justificarse 
expresamente que la vista oral sea a todas luces innecesaria.

35	 Además, el último inciso del apartado segundo del artículo 9 RPEEC obliga al órgano jurisdic-
cional a tener en cuenta el coste a la hora de tomar su decisión.

36	 Vid. Gascón Inchausti, F., Algunas reflexiones acerca de la oralidad y la prueba en el proceso 
europeo de escasa cuantía, Anuario español de Derecho Internacional Privado, t. VI, 2006, pp. 
303-304.
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desdeñables, pero deberían poder articularse con el mayor respeto posible a 
las garantías probatorias.37 

No debemos olvidar, sin embargo, que estamos ante supuestos en los que, 
conforme al Derecho tradicional se haría necesaria la asistencia judicial interna-
cional, recabando pruebas de otros Estados a través de comisiones rogatorias, 
que en el mejor de los casos, supondría la obtención de material probatorio por 
escrito38. Por otro lado, podría argumentarse que al configurarse el proceso eu-
ropeo de menor cuantía como un cauce alternativo a los procesos previstos por 
la legislación de los Estados miembros (art.1. I RPEEC) y no por tanto como una 
vía obligatoria para los litigios de su ámbito de aplicación, la opción por esta 
vía podría entenderse como una opción a favor de un procedimiento ordina-
riamente escrito y, al tiempo, como una renuncia a las garantías derivadas de la 
oralidad. Pero no creo que sean directamente aceptables estos razonamientos.

En la práctica, el órgano jurisdiccional competente para este tipo de procedi
mientos debe considerar necesaria la práctica oral de los medios probatorios 
personales, y solo en la medida en que se justifiquen dificultades materiales 
derivadas sobre todo del coste que ello conlleva –no solo estrictamente econó-
mico–, deberían intentarse otras modalidades. En primer lugar, la prevista en 
el artículo 8 RPEEC, cuyo encabezamiento precisamente reza: “Vista oral”. Me 
refiero a la celebración de una vista por videoconferencia y, con muchas más 
dudas y dificultades, la utilización de otros sistemas de comunicación como 
la telefónica o a través de Internet. Pese a que estas vías suponen una cierta 
restricción de muchos de los principios y garantías probatorias, respetan el 
principio de proporcionalidad si se adoptan con las suficientes salvaguardias y 
suponen un avance indudable respecto a la mera prueba personal escrita.

No se prevé en el texto del Reglamento ninguna regulación específica del modo 
de desarrollar la vista oral por medio de estas vías, pero cabría aplicar aquí la 
remisión a la legislación procesal del Estado miembro en que se desarrolle el 
proceso. En nuestro caso, como sabemos existen ya preceptos específicos en 
nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial y en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Pero creo que en este supuesto, lo más adecuado sería aplicar analógicamente 
las previsiones de los artículos 10 y 11 del Convenio de asistencia judicial entre 

37	 No en vano el apartado noveno del Preámbulo del RPEEC, en su segundo inciso, dispone que 
“El órgano jurisdiccional debe respetar el derecho a un juicio justo y el principio contradictorio 
del proceso, especialmente cuando se pronuncie sobre la necesidad de una vista oral, sobre 
los medios de práctica de la prueba y sobre el alcance de la práctica de la prueba”.

38	 Sobre los avances en esta materia en el Derecho europeo, vid. Adam Muñoz, M. D., El proceso 
civil con elemento extranjero y la cooperación judicial internacional, Cizur Menor, 1997, pp. 
177 y ss.; Diago Diago, M. P.,, La obtención de pruebas en la Unión Europea, Cizur Menor, 
2003; Herrera Petrus, C., La obtención internacional de pruebas. Asistencia jurisdiccional en 
Europa, Bolonia, 2005; Villamarín, M. L., La obtención de pruebas en el proceso civil en Europa. 
Estudio del Reglamento 1206/2001, 28 de mayo, Madrid, 2005.
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los Estados miembros,39 previsto ciertamente para el ámbito procesal penal, 
pero que pretende resolver problemas de cooperación procesal internacional 
muy similares a los que aquí nos hemos planteado y que forma parte sin duda 
del ordenamiento español.

Y solo de manera auténticamente subsidiaria, debería optarse por la aplicación 
del segundo inciso del artículo 9.1 por el cual se admiten las declaraciones por 
escrito de los testigos, los expertos o las partes, lo cual en todo caso supondría 
todavía un avance sobre la vía, indirecta, y lenta de las tradicionales comisiones 
rogatorias.

5. Conclusión

El Reglamento (CE) núm. 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo de 
11 de julio de 2007, por el que se establece un proceso europeo de escasa 
cuantía, en vigor próximamente, pretende introducir directamente en los orde-
namientos de los Estados miembros un cauce simplificado y acelerado para la 
tramitación de litigios con elementos transfronterizos cuando se la pretensión 
no supere los 2000 euros de cuantía.

Una de las formas de obtener la simplificación en materia probatoria y facilitar 
asimismo el acceso a la justicia del litigante transfronterizo es primar el princi-
pio de escritura en el momento de la práctica de la prueba. Lo que es lógico 
en el caso de las pruebas documentales, ofrece dificultades importantes para la 
pruebas de naturaleza personal. En estos últimos casos, debería seguirse la re-
gla opuesta: entender en principio, necesaria la celebración de vista oral y, solo 
en caso de alegarse la concurrencia de dificultades para la presencia de alguna 
de las partes en la sede del proceso, acudir a la práctica de la prueba a través 
de la aplicación de las nuevas tecnologías, siempre con aplicación de garantías 
suficientes, o en último término, admitir las declaraciones de las partes, testigos 
o peritos por escrito.

39	 DOUE C 197, de 12 de julio de 2000.
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